
ª-Qt~~l!In. 161.). Suplemento

to" .\ la accion conjunta de las autoridades estatale" .Y au10nómicas
en el ejercicio de sus respectivas competencias, faciJiHmdu a,,; la intc­
gración de unas y ot"lS acciones en la globalidad del sislcm'l, lo que
illcuestionablemente responde al contenido mism(' a~ignad() a I¡I coor­
dinJci()n (por toda", STC 45/1991).

Cuestion dis1.inta es que el ejercicio de la compe1<~nLia estatal rdativa
a la L'0<lrdinación general de la investigación _cientlfica y tecnic<l pudicr<l
haherse plasmado en la previsión normatIva de f6nnulas y medIOS
distintos. inclu<,o con un alcance y eficacia ml:lS imenso del que resulta
de las que se han previsto, pero ello. ('.bviamente. no da consistencia
alguna a la pretendida inconstitucionalidad pOI' nll.on de un vkio de
incompetencia.

Del mismo modo es palmario que la Ley respeta integramente la
.1eti','idad relativa a la investigación cientifiC<l .Y tecOlca que la Gene­
ralidad de Cataluila pueda desarrollar, optando pOi mecanismos flexibles
a:-;enlados en la voluntariedad y el acuerdo- de reconducción e jnte­
f'radón de la misma a la que lleve a cabo la Administración estatal,
"in que pueda afinnarse que la Ley venga a concentrar todos los recursos
cJestinudos a tal fin en el Estado. pues son los Presupue~tos de una
y otro los que, con arreglo a sus disponibilidades, atenderán a su fman­
ciación. no pudiendose imputar al modelo adoptado por la Ley que
se impugna el hecho de una, por lo demas hipotética. carencia de
tu Generalidad de Cataluña de recursos fmancieros para la adecuada
efectividad y ejercicio de su competencia. Ello dependerá lógicamente
de los recursos que, dentro de su autonomia financiera, permitan a
la Comunidad Autónoma el ejercicio de las competencias que le hayan
sido atribuidas, pero siendo plenamente legítima. como ya se ha razo­
nado, la actividad investigadora que promocione y desarrolle el Estado,
no cabe considerar que los fondos y recursos que a tal finalidad se
destinen, vengan a menoscabar y vaciar de contenido a la correlativa
competencia.

4 Similares razones a las Que han fundamentado el rechazo de
la pretendida inconstitucionalidad de los arts. 1; 6; 7 Y 12 de la Ley
1311986. han de llevar. igualmente, a descartar la de los arts. 13; 14 a);
16 y disposiciones adicionales segunda, 2; septima, 1 y novena, 2.

Frente a lo que se sostiene ~n los recursos, el arto 149.1. 15.8 de
la C.E., dado el alcance que debe darse a la competencia que al Estado
le ha sido constitucionalmente atribuida para el fomento de la inves­
tigación científica y técnica, si ampara el mantenimiento de la titularidad
estatal de los Centros de investigación, así como la creación de nuevos
Centros y órganos dediCados a tal actividad, se hallen o no ubicados
en el ámbito territorial de Cataluña.

Nada impide, en efecto, que el Estado, cuya competencia va mas
alla -insistimos nuevamente- de la estrictamente referida a la coor·
dinación general. conserve la titularidad de dichos Centros y, por tanto,
ejercite las facultades inherentes a la misma que en los preceptos impug­
nados se regulan, razón por la cual el alegato de Que la Ley convierte
a dichos Centros y Organismos en intransferibles queda privado de
fundamento.

Cabe aun añadir que un modelo organizativo orientado a la con­
secución de la plena integración de las competencias del Estado y
de las Comunidades Autónomas en esta materia, tratando con ello
de reconducir el ya señalado régimen de concurrencia competencial
plena y absoluta a cauces orgánicos Que permitieran la adopción con·
junta de una única politica de fomento y promoción de la investigación
científica y técnica, cual si se estuviese. pues, en presencia, tal como
postula la Generalidad de Cataluña, de una «competencia común» del
Estado y de las Comunidades Autónomas, habria demandado una regu·
lación legal orientada en los criterios en los que precisamente se asientan
las imputaciones de inconstitucionalidad dírigidas a los preceptos impug­
nados, pero 10 cierto es que, con independencia de que esa decisión
del Legislador estatal pudiera ser o no compatible con el sistema de
asignación de competencias constitucionalmente establecido, ese no
es. por muy razonable. eficaz y operativo que teóricamente pueda pare­
cer. el modelo de articulación competencial que la C.E; ha dispuesto.

5 Queda" finalmente, por examinar la impugnación de 'la dispo-
sición adicional quinta que habilita al Ministro de Educación y Ciencia
p<lra regular la participación y representación de los cientificos españoles
agrupados en Socieoades científicas en el Consejo Internacional de

16498 Pleno. Sentencia 91/1992. de 11 dejrmio. Conflicto positivo
de competencia 1.595/1987. Promovido por el Consejo Eje­
cutivo de la Generalidad de Cataluña, en relación con
di,'t'rsos aparrados de la Resolución de la Dirección General
de Producción Agraria del MAPA. di' 24 de julio de 1987.
por la que se dictan normas sobre ayudas a la utiJi=ación
de semillas controladas oficialmente.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente, don Francisco Rubio Llorente, Vice-

Uniones Cicnt:!:c;.¡s \ til ~us t 'l1H)nes él,,1 C(lmu en ¡L4uellas ot;·a" l'i"t,
nc', p Comislc'l'';>' L'lt'wi'icd'i 'nlerIla(',OllaJc~ que. ror su carack" f\

gicran tal rc¡.~t;[a'·)~lJ1

al D.:.,;dc rt'hpt·~·tJ'I.'<l de 1..: distribuc:un de compdencias ',_o
alega qulo' el bL-,dc, ¡w estil hahiliwdo ni por el num 3. ni por ",'
num 15.a dei ;,r I J('¡ de ~¡l CL para "rcgula' la participaclófl C:l:

las Academias' \sOt:ialiones '-Iue tengan su "ed.e (>~ntral 0 dcsarrdieri
principalmente ~lIS fUI'CIOIlt"S en Cataiufla -como {'S el caso C{lncr(:~(

por e.¡emplo. ckl "ln',tlIut d'E.silidis (',Halans" que desde Jl)2~ forlllil
parte de la l!m( .) i\C<ldcmica [memacionLtI-. incurriendo asi la refend~1

disposición adic¡'HJal. ql:inta ,:11 cxce"o de compcknci<:l que irlvade, ~

menoscaha l¡¡ eh- h.i (,encr<:llld,Jd de (ataluña 1:1:1. 97 Y 24 del E-!\.Cj
qUIen es. en SI CI';,) ,,) cOl1\i¡,iere la quc h':lbra de acometer 1<11
regulación.

La impuHlc;il: de lrH:ons1Itucil);1aiíuad. sin emba:·go. DU es atemj;hk
La disposici(~n ,iJiciona1 quinta -.r;: limita a aUil)ril.ar a un órgam' eh:
la Administracion estalal el elerveio de la potestad reglamentaria P,l¡-;¡
regular la parti;.ipacion de la" $ocieL!ades cientilJc,ls en determirh,d<-ls
Uniones o Com:siones cientificas IOternacionales. lo cual. por SI mismo.
ni supone un~ indebida reserva de una potestád ajena a la competencia
estatal resultante del art 149.1.15." de la c.E., nt viene a excedn
de la competencia ljue. en todo caso. al Estado corresponde
(art. 149.13." CE.) respecto de aquellas Sociedades cientlficas de carúc·
ter estatal o gubernamentales en sus relaciones con Organizaci(jne~

e Instituciones internacionales resultantes de Tratados o Convenio'
de los que sea parte el Estado español.

Cuestión distinta es, lógicamente. que en el ejercicio de esa com
petencia puedan producirse extralimitaciones que menoscaben la COJJl"

petencia que a k, Generalidad de Cataluña le reserva el arto 9.7 y 24
de su Estatuto de Autonomía, lo cual dependerá de muy diversos factores
y circunstancias que no cabe ahora anticipar, t.:omo hipótesis, pMi.l
cuestionar la legitimidad de la precisión legal cuestionada.

b) Esta ultIma consideración ha de llevar, igualmente, a rechaz,ar
la inconstitucionalidad en la que, para el Parlamento de Cataluña,
incurre dicha di5posición adiciona! quinta, pues. sin perjuicio de qut'
los derechos fundamentales consagrados en los arts. 20.1 a) y b) )
22 de la CE o;uponen efectivos limites a la competencia resultant..::
del art, 9 (nums, 7 y 24) del E.A.C.. no es dable aventurar que, como
consecuencia de la potestad reglamentaria cuyo ejercicio por el Ministro
de Educación y Ciencia se viene a autorizar, las Sociedades cientificas
quedan sujetas a un régimen de autorización incompatible con el derecho
garantizado por el arto 22.1 de la C.E. y, ademas, como consecuenCia
también de esa intervención normativa, lesionados los derechos reco­
nocidos por ios apartados a '1 y h) del art. 20.1 de la misma Norma
fundamental.

La disposición adicional quinta de la Ley 13/1986, ciertamente:,
no ampara -ni hay nada en su previsión que permita pensar que <¡sí
pueda producirse- ninguna intromisión restrictiva o limitativa de los
señalados derechos fundamentales, debiéndose estar. en todo caso, una
vez más. al efectivo ejercicio que de la misma pueda hacerse. Con­
secuentemente, la disposición adicional quinta de la Ley 13/1986 tam­
poco puede considerarse inconsfitucional.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR u, AlTO­
RlDAD QUE LE CONFIERE LA CONSnruCIÓN DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar Jos presentes recursos de inconstituciionalidad.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a once de junio de mil novecientos noventa y
dos.-Francisco Tomas y VaJiente.-Francisco Rubio Llorente.-Ferna<l­
do Garcia-Mon yGonzález Regueral.-earlos de.laVega Benayas.-Eu­
genio Diaz Einlll.-M¡guel Rodnguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Jesus
Leguina ViIla.-Luis López Guerra.-José Luis de los Mozos y de lns
Mozos.-Alvaro Rodriguez Bcreljo.-José Gabaldón López.-Finnado \
rubricado.

preSidente, don Fernando Garcla·Mon y González-Regueral. don Carlos
de la Vega Benayas. don Eugenio Diaz Eimil, don Miguel Rodriguez·Pi­
ñero y Bravo-Fcrrer, don Jesús Leguina Villa, don Luis López Guerra,
don Jose Luis de los Mozm y de los Mozos, don Alvaro Rodríguez
Bereijo y don José (labaidon López, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

I la siguiente



BOl-: numo 1()'I Su -'<.:L1enlO. ------------_.

SENTE"!'i('IA

En el conflicto positivo de competencia num 1.:'9~/ 1987, [)jank~do

por:':l Cúnsejo Ejecutivo de la Generalid'-1d de C~llalulb, reprcscnlado
por el L.:trado don Ramón Riu i Fortuny, frente ;JI ~lpart3d0 st'xto,
ultimo parralo, y al apartado ,)Ctavo de la Resolución de la Dirección
Genera.! Je la ProJUl.:cion Agrana del \<Iini."tcr:o de :\gricultur::¡, Pese':l
:: Alilll('O(dción, de :::'.4 de julio (k IY,q:, flJr I~l '-id': ."e dict:.ln mmnas
sdbre ayud;:.¡s a hJ. utillZ3cion Je semillas contrn!a(bs ,,:icialnlCntc. J--L¡
sido ~(\nf' el Abog;¡uo del Est3d,) y Punelite el \\~¡g!sl;dr..!l don r':rJU¡l!l( \

GurcJa\hm :' G()nzález-Regu'.:ral, yuien c',,;:pres;1 <.:1 iJ~Jr~': ér del Tr;i:'un:ll.

AnteC'edentc"

1, Por escrito registrado en este Trihun.¡i ('1 .+ de cliciemhre de
1y¡.; 7, .:=1 Abogado de la G:neralidad de Cat:duñ;;l dCJn Ramlm Riu
i FOr!uny. en nombre de! Consejo Ejecutivo de la misma, plantel)
.;onf1icto positivo de competencia contm el último Pil.'''·<l.t"o del ap;ll'tado
sexto y contra el apartado octavo de la ResolLlCion d~ la Direc.;.:ióll
Genera~ de la Producción Agraria del Ministerio de ,\gricultura, Pesca
y Alimentación, de 24 de julio de 1987, por la que ~e dan norma"
sobre ayudas a la utilización de semillas contro!<lJa" oticialmente. El
conflicto se plantea tras haberse desestimado por el Estado el corres·
pondiente requerimiento de incompetencia.

-En su escrito dirigido a este Tribunal, expone el Abogado de la
Generalidad qu.e se trata una vez más de un conflicto que versa sobre
medidas de fomento en materia de agricultura que, en su opinión,
el Estado se ha apropiado ilícitamente, sustrayendo a la Generalidad
de Cataluña su competencia sobre la disposición de las subvenciones
en esa materia, En efecto. la Resolución que da origen al conflicto
tiene Ror objeto instrumentar el procedimiento de solicitud y obtención
de unos créditos subvencionados destinados a lo,> agricultores y ;j las
empresas dedicadas a la manipulación de semillas, con el fin de fomentar
el empleo de semillas de calidad. En consecuencia.. el asunto encaja
de lleno en la materia de agricultura, sobre la que el arto 12.tA del
E.A.C. atribuye a la Generalidad de Cataluña la competencia exclusiva
de acuerdo con las bases y ordenación de la actividad económica general
y la patitica monetaria del Estado, en los tenninos de lo dispuestn
en losarts. 38. 131 Y 149.11 Y 13 de la C.E. Es decir, a salvo la
dirección de la actividad económica general que cOITesponde al Estado.
la Generalidad, en su territorio, es competente para el resto de las
intervenciones públicas en materia de agricultura, tal como se deduce
de la STC 95/1986. Además, el Real Decreto 2033/1983, de 29 de
junio. traspasó los servicios del Estado a la Generalidad en materia
de. producción y comercio de semillas y plam3s de vivero. En ese
Real Decreto se reconoce la competencia de la Generalid:.ld panl efectuar
las operaciones de certificación de semillas y plantas de vivero y la
competencia sancionadora en la materia. A.simismo, v en relación con
la certificación de semillas y plantas de vivero, el Instituto Nacional
de Semillas y Plantas de V1vero y la Dirección General de Producción
e Industrias Agroalimentarias de la Generalidad de Cataluña tirmuon
un Convenio de colaboración con fecha 11 de octubre de 1984.

La Resolución objeto de conflicto dice traer causa de una Orden
del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación de 20 de julio
de 1987, que no ha sido publicada, con grave quebmnto <le la seguridad
juridica. En el apartado 6. último párrafo, de dicha Resolución se dispone
que las Entidades tinancieras a las que se haya solicitado un credito
de los que se subvencionan por efecto de la Resolución. entregarán
al solicitante del crédito destinado a la adquisición de semillas un
documento visado por el Instituto Nacional de Semillas y Plant:.Js dI..'
Vivero que será puesto a disposición del productor de semillas para
que éste pueda hacer efectivo el importe de la compraventa cubierta
con el credito subvencionado. Mediante la operación de visado se c(ectúa
ell·ontrol que la compraventa corresponde a semillas oficialmente con­
troladas. control que compde a la Generalidad. El Gobierno ha mani­
festado, en su contestación al requerimiento, 4ue el visado tiene por
objeto evitar que se sobrepasen los fondos destinados a esta medida
de fomento. Pero este control puede instrumentarse con una simple
comunicación de las Comunidades Autónomas al Instituto Nacional
de Semmas y Plantas de 'livero. Ademas, el Gobierno puede ejercer
esa fonna de control, sin necesidad de atraer hada el Estado la com­
petencia, fijando los limites máximos de los creditos subvencionados
que cada Entidad financiera puede conceder. al suscribir con cl1as
los oportunos conciertos, tal y como se admite en la STC 95/ j 986,
para un supuesto parecido. Por el contrario, el Estado no puede dilicultar
artifLcialmente la ejecución autonómica de la legislación estatal regu­
bdora de una materia para justificar la negación o supresión de esa
competencia (STC 10611987). En el prcsente caso, se está ante una
competencia de pur~\ ejecución de la legislar.:ión estatal que rige estas
subvencioaes.. función que sin duda corresponde a la Generalidad.

Lo mismo puede decirse de las funciones di: int:oación de expedi~ntes

sancionadores y de sancion, que el apartado uctavo de la Resoiudón
ubJeto del conflicto atnbuye al [nstituto NaCIonal d..: SemlHas y Phmta~

de vivcro. La primera de estas dos competencia~ ya (ue recollccid"
a la Generalidad por ~I Real Decreto ::03.,.-19:';8 y pur el Con\Cnill

de cul;!lJ('rJCLHl cintes Inencionado. En cuamo al acto uc SaI1l.. ;;;-;. tdm­
bién :otTc:~r<m\.k a la Cieneralidad, por ser una mc::didn de "·.1<:cuciun
en m<l[;':[I,j ~<:' -iFricultura {art i:2.IA del LA.C.l y porque LJmbi2n
podnd )"J':r';cgu;r y sanciolldr cualquier tipo de fraude median\;? el cJer­
cicio Ik ,:J~ :~)~npe!~l;cias de disciplina de mercauo L!rt. ... 5 del
E .. \.C :-

f\'J !,,,,() c'XPUC>t<.l, d Abogado d~ la Gener:llidaJ sU!;·,'::,l Lj\le

se J~clar..: (ju:;: C,;ITcspunde a esta ultima 13 competencia cun:nwt:'r1¡(~,l

y se Jcci:;ren '1ulus klS preceptos impugnudos Tambien sl;iiciLL :1''.'d!~1n­

te OI.n'-.;, ¡ue \e s('lii::te ia remi!:iión del e~pedicnte de ~d í)1'ü'..:n de
':0 ,Jc: _:ul,,' ,k' : ';;8". J uue ~e hace rcferenCla en la R~~''¡llL';n'' ,)t~Jd(l

del CC[;[;:d'1 ['~Ir] rr:'c:<.ar, en su caso, ;u alcance l·OnJD('k'-,\."l'.ll.

.\,tmlud" '.1 ~.r:~n:itc el pre~ente conflicto f!l)sitivo de ";()¡l;,f'l:

lenC!e, P"I' ¡:Jf()\ider.ci~( \.k 17 de diciembre de 19~7 y dad,) Tn~I<.lJu

al G"bien'o r"lrJ que rrl'sentara alegaciones. et Abogado de:! [,rado
las furmul" con f~cJlil 14 de enero de 1Y¿8. Asimismo, ie "cea'J')
del r-.lini:,l.:flo de Agricultura. Pesca y AIiOlentacilm la remisi, lI1 del
exredien)\.' de elahN<!cll>n de la referica Ord,?n de 20 de jUlio d,~ I')S:,
que fue cJlnpliml'nt<.ld~¡ el .21 de enero de 1995.

3. C·onsidera el Abogado del Estado que las nonnas cllc'SllOrlad;lS
no vulneran las cumpetencias asumidas por la Generalidad <.lt: C:llalul1:l
en matena de semilJas vegetales, ni extralimitan las competcncióJ,~ del
Estado. L-l Resolución de ~4 de julio de 1987 se limita a habilitar
una línea de credito bonificado destinada a fomentar la utilización
de semillas de calidad. sin afectar a las competencias de certific,H;ion
de semillas que la GeneraHdad ostenta. No puede alegdr:\c. pu('s, qUl~

se infringe o limita esta ultima competencia autonómica. Por c-ln parte,
reconociendo que la Resolución cuestionada encaja dentro d~l epigrafe
competencial referido a la agricultura (arts. 148.1.7 CE. y 12.1.4
E.A.C), nn cabe descartar intervenciones estatales plenamente legitimas
en este ámbito, como se desprende de la STC 95/1986. La R.:so!ltción
objeto de contlicto regula .los aspectos de una medida de tómento
relativa a uno de los elementos primarios del sector agricub. como
s.ol1 las semillas, por lo que se encuadra en lo que put.'de l:aliiicarse
como actividad de dirección del sector y, por tanto, de la ;Jcti ... jdad
económica general. La Comunidad recurrente acepta casi todos los
e:etremos de dicha regulación y las concretas facultades de intencnción
que impugna son medidas de vigilancia que se encomiend;tl1 a un
Organismo uutónomo de la Administración del Estado <:n id !TI(;diJa
en que resultan imprescindibles p3ra evitar que, mediante una concesión
incontrolada de los creCitos, se sobrepasen los límites prcsuPU'~~\1;lf~(\S

o "e plameen actuaciones irregulares. Ello obedece a que l<i r~e~<)¡:Jci\m

preve una canlid;ld maxima de 6.000 millones de pese!;l.'> p'.lf;1 e~;ta

ayud:\. qllC no ha sido repartida previamente entre las Con:uTl¡d<lJe.~

Autónoma:'; y que ha quedado adscrita allnstiwto Nacional de S~'mill,,;,

y Plant;ls de VivelO. ljue es responsable de su correcta apJj-':~lCi<)n.

En consecuencia. soliCita el Abogado del Estado que v de'clare
la titularidad estatal de la competencia controvertida.

4. Recibido d expediente solicitado del Ministerio de Agnt:ultura,
Pesca y Aliment::lcilm, se puso en conocimiento de las partes P"f pro­
videncia de 1 de febrero de 1988, para que pudieran fonnular ale:.;;lCi(mes
al respecto

5. El Abogado del Estado, en escrito presentado el 17 de ¡'ebrero
de 19¡';8. manitks[a no tener nada que alegar, pero soliclTJ que se
le dé traslado de las manife:';taciones que el Abogado de la Ge:leralidad
pudiera hacer como complemento de su escrito de Jem:.l;](.i:l. para
poder conteslarlL\~en Sil C:.lSO.

6. \!ediante eSCf1H,' presentado el 18 de febrero de 198:';' d Abo­
gado de ];\ Generalidad alega. una vez conocida la Orden COlTIunicada
de 20 de juiio de 198 7. .:¡ue la misma es una más de las dispmicinnes
del Estado sobre fómer1to de la agricultura y la ganaderia que v\llner;:m
las cumpetencias Je la Generalidad de Cataluña sobre la m:lleri<-t. En
tal semidn expone yue son muy pocas las ocasiones en que L"i Estallo
ha prbceJido Ct la terrilorialiLucion de las partidas presupuestaria') des,
tinadas a SUb\elllione~ a la agricultura y ganadería, pe~e al ~'r.;;ci<;rlte

importe de eSta tln;U1ciaCI(}n :.:ondicionada y a las dcclaradones en
contrario de 1'-1 STC 95/ J ')86. según la cual aquella territoridi,~aciol1

deberia ser la regla genc:ral C\msecuentemente se ratitica en ~,'.1 Cr.~l'f10

de que la Resolucion objelo del presente conflicto vulnera "1 nrden
constitucional y estdtlltario ele competencias.

7 Dudo trasiado de estas últimas alegaciones el Abogado lÍd Esta·
do, ~,;t~ l<Js '-'Ofl1c~st<-l ;.:n escrito de 16 de marzo de 19R3, en ...,¡ (~L:e

ciili~lldose al aspecLo c,:)mr~tencial, llama !a atención sobre la pr:lcricJ.
incorrecta de IJ r,m~ cl'rllr3na que. a su juicio, aprovechanl,k1 1.1 ucasi,lll
concedida, ha fomlul,:ido Lln verdadero escrito la réplica. P~rn, por
entender que l1a¡L! ¡,U('\O contiene, el Abogado del ES~:.ldo ~e r~'mile

a SllS alegaciones ¡lrevi:¡"

;3 pnr Pl'OVi'.:C'lXi.1 de 9 (k junio de 1992 se acordó seh:l!;l; i',l1'a
dcliberaclun y VU{al.:itl;; de la presente Sentencia el díJ. JI si~'lllel1te.



11 Fundamentosjuridil'o"

C(Jmo ambas partes reconocen, nc's cncoNr:ml(>:, una vez má~

,::n,(' en c(I!l;lL-tü po"i:ivo de cO"11pete:,-cia Que ~ie¡:'. por cl:'.iew l/na
ci:.pos¡ción generE! del Estado med¡an~~ la que se ir'~'lmmcman ciCc1a,'
a:,~ldas t::u'-Jomic;::.:; a los particulares i.ilterc:;.ad(l~" el; materia de ag,i­
cu:tura, En este caso, se trata de las destinadas él. tom~mar 1;.; utiEzal:io¡¡
d~ semillas contmladds oficialmente. El objern del conflicto no es.
~1J' embargo. toda lél Resolución ¿e la Direcci{)T". Crcrlt"raJ i:~ la Pn'­
L:G' ,.. ión .'\graria del Mlnisterio de Agricultura. I-'f'<;c;~ \, A!:nenUlcioTl
úe 24 de julio de 1987 que regul¿ wles úyudas. La Generalidad de
Ca;aluñ'-l 1':'0 ¿iscme que el Estado pucdCl establecerlas Y' tan~poco impug
il;:¡ la n1aycri:l de las normas de aquella Resolu(,:i<:'n. Lo único que
',)b)(ta es que, según su apartado sexto, ul;imo p,trfaf0, para el pago
(-\(.: irLpor..e de las semillas a los productcTes por las Etlt:(jdde~ finan­
cieras. se h~Y3 at:ibuido al Instituio Nacio¡¡;¡j de Semilla~ y Pl<lnta"
~¡l \'IVt;f') la facultad de extender un documento v¡~3.do en favor del
"'J¡jcir2mc Je un crédito subvencionado destinado a la adquisición de
v::nillas ccrrifiea({¡¡s. facultad que a su jujcio compek a ia Generalidad.
aSl cnm~) que. en el apmado octavo, se atribuya al mismo InStituto
¡"¡acional la incoación y resolución de los expedientes sancionadOTe~

pe';'! incumplimiento de esa normativa y de las normas sob~'e calidüd
de las semillas.

Antes de analizar las particularidades del caso y resoh'er sobre les
concretos preceptos impugnados, conviene recordar la doctrina que
es::: Trihunal ha venido sosteniendo reiteradamente en I.ln<l pluraJiciad
dc decisione$ sobre conflictos positivos de competencia relat:vlls a di!i­
po':>icione~ del Estado. reguladoras de subvenciones en materia de agri­
cultura y ganadería (SSTC 95/1986, 96/1986. 201/1988, 145/1989.
lB~/l989 Y últimamente 13/1992). Como se recuerda en la última
SentenCia CItada lfundamentos jurídicos, 4. e, 7.°. 8." Y 12 Gj. -en materia
de agricultura, que es de la competencia especifica de las Comunidades
Amonomas y por lo que aquí interesa, de la Cataluña (art. 12.1.4
dcl E.A.C.). el Estado sólo puede intervenir en virtud de sus com­
petencias generales scbre la ordenación general de la economia Eso
signüica que el Estado puede regular las condiciones de otorgamiento
de las ayudas hasta donde lo pennita su competencia genérica. básica
(1 de coordirtación. pero siempre que deje un margen a las Comunidades
Autónomas, al menos para desarrollar y complementar la regulación
de las condiciones de otorgamiento de las ayudas y su tramitación.
En cuanto a las actividades de gestión o ejecución de las medi~

dc ayuda referidas -que es el aspecto que aquí importa-, deben corres­
ponder por regla general a las Comunidades Autónomas con com­
petencia en la mAteria, incluJdas las actividades de verificaCIón y control
del cumplimiento de las condiciones a que se someta el otorgamiento
de las a}udas por parte de sus beneficiarios. Esta regla sólo puede
Ser excepcionada cuando la gestión centralizada por un órgano de
la Administración del Estado u organismo de ésta dependiente resulte
imprescindible para asegurar la plena efectividad de las ayudas dentro
de la ordenación básica del sector y para garantizar las mismas posi­
bilidades de obtención o disfrute por parte de sus potenciales des­
tinatarios en todo el territorlo nacional. evitando al propio tiempo que
se sobrepase la cuantia global de los fondos destinados al sector. En
lodo .caso. la procedencia de esta gestión centralizada debe aparecer
razonablemente justificada o deducirse sin esfuerzo de la naturaleza
y contenido de la medida de fomento de que se trate.

2. La Resolución de la Dirección General de la Producción Agraria
de 24 de. julio de 1987, objeto de este conflicto, regula el ámbito
material y las condiciones de otorgamiento de las ayudas a los agri~

eultores que adquieran semilla controlada para su utilización en la
campaña 1987·1988 y a las empresas agricolas que las adquieran para
su manipulación y posterior venta. Consisten estas ayudas en créditos.
por un importe máximo de 6.000 millones de pesetas, a conccder
por las entidades fmancieras que suscriban un Convenio al respecto
con el Instituto Nacional de Semillas y Plantas de Vivero, créditos
l'UV(¡ interés es subvencionado con cargo a los presupuestos de este
ln"tituto. La Gr.P.eralidad de Cataluñp.. como ya se ha dicho. no opone
ningun reparo al establecimiento de esta ayuda, a la regu.laclón de
su cuanth¡ y condiciones ni a la facultad del Instituto Nacional de
Semillas)' Plantas de Vivero de suscribir los correspondie,ntes Convenios
con las Entidades fmancieras.

Paro 3l:ceder a los aeditos, conforme al apartado cu¡u10 de la Res'-.....
luc~on, lus agricultores deberán suscribir con 10$ prod¡,¡ctore:> de :>emil1a~

controhtdas Wl contrato de compraventa. de acuerdo ;::on las instruc­
ciones y el modelo Que figura en el anexo de la Resoluci6r. Las soli­
ciíude.s de los créditos han de hacerse directamente a las Entid3de~

fl:>:mcicras que hayan SilSCrito los Convenios acompañando. {"n el case
dt" ios. agricultores cultivadores. el contrato de compraventa, ) en el
CHSO de in" productores de semillas, escrito de confonnidad del instilUlo
¡·,t:.cional de Semillas y Plantas de Vivero (apartado sexto, párrafo pri­
mero), regwación esta a la que nada opone la Generalidad de Catal~lfia

Según el apartado sexto, último parrafo. "para e: pago dc1 importe
de las semillas ~ los productores por las Entidades financierds se _eUtH'-'
g.ará al solicitante un documento que sólo podrá Ser hecho efectiv~'

previo vi!)Uoo por el Instituto NacionEU de Semillas y Planlill- de Viverc

PO! ei pW;_'c..~- .¡ J¡' "2nL¡i:l~ (¡Ut ha.\'a s\.i.~cii\() el contrato de C0ID­
rraventd.)'. E~ "",,L' facult,.d Je \'Í~ado at_r~buicia al re~etido lnstit:.'t"
1\acion:l1 b ~ .. ,~ ]3 Cie¡:enJi(ldG conside:ra que afecta a su compete~l,;;,

Alega ai r{,!"Jenl' c;uc. 1i':'dit,-rJte ~sa tlorma. se le p:lya de su C,':~l.

pe1enci:l GC ('eT"(::ic,IC:élD (1 "cnfí...:ación de l:::os semillas oficialmente. en;l
troi,~d,,~, p'_,es iu 1'lcud;.¡':'; (.1;: vjs2dQ cuestionada cumple la fin.tliJ,-,d

I d(' contrc'¡;;l' q ;-" hl "óquisición de semilla" Que se fOTl'enta :-e rt:f,"!,.::
predsame;1it:. ;1 s::n-,i!b~ de caíjdad. AJtor<l bien, dicha compe!(,';n_~;1

de contro: deb~ Corre.:;['om;cr a la Generalidi.ld en su terntoric, c:r
Yirt'-ld ce Su C"~1f\~len~¡~i excl:.r:s¡ya en ITlatcrJtl de agricultura, d~bi~nLo
tenerse t:n n:·.cnta q\1t: t'1 Red! Decreto :033.·,'1':,'83. de traspaso (!(
funciünes v "elvicios el; la rn3teri::t. transflliél a la Generalidad ,,¡;¡e
dis1:nt<J~ ()peru'_:¡ones nece';''.ria~ para efectuarla certificaciÓn dl' semilla
y plantas de \ ,van en la" c:ondiciones y para las especie5 que en
Conveniu d;,- c, )I,¡borac.6n se detennine~ (punto 8-6 de! anexo LAdeHl:¡~

seAm el CO'1\.:nic, de coi<ll:"!or:.tción flrmado entre la GeneraJidaJ ¡jI'

Cataluil~ ) c; h,sti~:..:tL' Nacional de Semillas y Piantas de Vivero. con
fecha 11 de c-~-:ubre de i ~¡:¡4, da Generalidad de Catalun:.t se 1"i,;"
cargo de to~tas las np~r~KjOt1e~ precisas para la certificación de "cmi];a"
y plantas dl~ \'VelO q:."c se realicen en Cataluña, correspondi~ml,'~, iI

toda~, las especIes que ~~' produzcan de acuerdo con las reglame2Uici(JIi(:"
lecnicas en vigor .. ».

El Abogadl1 de! Estado no niega la competencia de la Generalidad
rara la cenifícilCicH] de "emillas controladas. Pero entiende que lá. actu",­
cien impugnada no afecta a esta competencia. pues se trata deltaa
intervención de vigikincw. de un Organismo estatal destinada a l'\'Jtar
que. mediante una c0Ilcesiün incontrolada de créditos, se sobrepa~;er!

los limites presupuestarios 1) que se planteen actuaciones irreg'..i.lares.
No es posible ohi-ia!, en todo caso, qL'.e la actividad de Y!~¡jdn

objeto de contlicto es tina opc;¡)ción de caracter administrativo (\ eJ~'~

cuti....o destinad;.:¡, a 1.. <:.pJicaC"iór¡ de la disposicion reguladora de ¡~:~~

ayudas, que, como regla ge~eral. ha de corresponder a la GerJcralida¿
de Cataluña. respecto de las operaciones realizadas en su territo:-ic,
conforme a nuestra doctrina general, salvo que aparezca jUStiflC;ld::¡
la concurrencia de los supuestos y circunstancias que hace posible
una gestión centralizada, igualmente de acuerdo con dicha doctrina.
A la vista de la Resolución de 24 de julio de 1987, en su conjunto
y de las alegaciones de tas partes, no puede entenderse justificad;:
la concurrencia de tales requisitos,

Es evidente, a la luz del conjunto de la Resolución en contlic\O
y e5pecialmente de las facultades que reserva al lN.S.P.V. el art. 8
de la misma. que el visado que exige el apartado 6. último pánafe.
de la citada Re"olucllm no tiene, exclusivamente, la fmalidad de evitar
que el importe de los créditos subvencionados exceda de la cantid::ld
presupuestada, sino que tiene por objeto directo verificar que el contnlir.'
de compraventa para cuya ejecución se solicita la ayuda. se refiere.
efectivamente. a semillas controladas oficialmente y que se exige fJar:.~

evitar que se produzcan irregularidades. En este sentido, la facultad
de visado atañe, sin duda alguna, a las operaciones de certificación
de semillas quc. como el Abogado del Estado reconoce, correspondell
a la Generalidad en el territorio de Cataluña, de acuerdo con el Estltuto:.
y con lo dispuesto en el Real Decreto 2033/1983 y en el Convenio
de colaboración de 11 de octubre de 1984. La competencia para efecruar
estas operaciones de certificación y los controles.inherentes a las misma~
no puede ser alterada con motivo de la concesión de una ayud<l i1

subvención con cargo a los Presupuestos Generales del Estado o de
un Organismo estatal. pues, como este Tribunal ha reiterado en nliffil>

rosas ocasiones, la subvención no es titulo autónomo atributivo di:'
competencias. ni el solo hecho de flnanciar Pllede erigirse en nuclclI
que atraiga hada si toda competencia sobre los variados aspectCrs <i
que puede dar lugar la activiuad de fmanciación (SSTC 39/19:-;2.
144/1985.1791\985, 951\9X6 y 146/1986, entre otras).

Puede ser que. como el Abogado del Estado señala, mediante el
visado en cuestión se pretend<i también y al mismo tiempo evitar qtie
se sobrepase la cuantía global de los fondos destinados al sector '
si esta fuera la unica finalidad del visado previsto en el apanado sextu,
último parrafo. de la Resolución, la competencia o el control de~

lN,S.P.V. para realizarlo seria correcta y no invadirla las competem:iu;,;
de la Generalidad de Catali:lla; pero lo cieno es que, como el propio'
Abogado del Estado señala en sus alegaciones, dicho visade) cumpl,'
también y principalmente la finalidad \\de que no se planteen actuuciorlc',
h'Tegu1ares,· y c" uqui donde se produce la extralimitación o ill\'a~ion

de la competencia de la Comunidad Autónoma porque no sería 1Ie:,l;
menoscabar. m~diante este expediente del visado. la compecenc,<; l'",:e·
cutiva de cenificilcion y coiltrol de s.emillas contrOladas que corrc~I'(H,(k

a la Generahd,~d en su lemkri') De ahl quc no esté justificado n:',c"\';¡~

la dtada facu!t;,d de visadc a! !m:itulo Nacional de Semillas \' P!;l1l,;¡
de \"Yero. Cllntn>lad", fiíldJlCierame,¡¡te la operación por ei Ú:~n~:() l~r:
Crédito Agricoia (apart¡¡.do lercem, último párrafo~ de la Res'-1Iu.:::i:'r'
la fm~-ilidad 0-e e\it'lf ql!;;: ~C' "ilbl"el'lase aque!..la cuantia n'\;'lJam~; '11,n
cuando no se r~panan enttl' las Comunidades Autónomas Jos Tone.:'),
destinados a es:"':i medü;u de ~omento -io que la parí<=; actora no preter¡- k
en este conf1i~c~. puede rewizarse de otras muchas fonnas que r~1

pongan en Cl'e-;üór,- b comnelencia certificante de III Generahbc .'
su" facultades de contro~ consigaientes. No corresponde a este TribLl:-.;:¡'
st;f¡alaí. en P,)"j¡WO cu;;]es "can esas otras fórmulas posibles. .\' !~c;,.~:
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No obstante. conviene apelar. una vez mas. :¡ la necesidad de coo­
peración entre el Estado y las Comunjdade~ Autónomas para el logro
de l1nalidades como las que persigue la oper:Jción de visado objc:to
del cont1icto, cooperación de la que, por cierto, ofrece buenos ejemplos
el Convenio firmado entre la Generalidad de Cataluila y el Instituto
Nacional de Semillas y Plantas de Vivero, al que hemos hechos alusiún
Sin perjuicio de las formulas de colaboración aduptadas o que se adupten
en el futuro. debe declararse ahora que la r:lcultad de visado ~t que
se refiere el apartado sexto. ultimo párrafo. de 13 Resoludón objeto
del cont1icto pertenece a la Generalidad de Cataluna cuando se trate
de la adquisición de semillas cuya certificación le corr-:sponda.

J. Tambien impugna la Generalidad el ap311udo nctavo de b R.:so­
lución de 24 de juliú de 1987, $~gún el cual, '·en caso de incumplimiento
de las nonnas establecidas en la Orden de referencia (la Orden comu­
nicada de 20 de julio de 1987) y en esta Resolución, asi como en
las nonnas de calidad de las scmillas que tiguran en las disposiciones
legales vigentes, por el Instituto Nacional de Semillas y Plantas de
Vivero se incoara el correspondiente expediente, pudiéndose sancionar
a los productores de semillas con pérdida de la t1:lcultad de acogerse
a lo dispuesto en la presente Resolución y, en su caso, comunicando
el correspondiente tanto de culpa a la autoridad jUdicial»_ Se contempla,
pues, en este apartado, una facultad ejecutiva de naturaleza sancio­
nadora, relativa al incumplimiento de las nonnas sobre calidad de semi­
llas controladas. con especifica referencia a las nonnas habilitadoras
de la ayuda para su adquisición, ya Que la única medida sancionadora
prevista \consiste en privar a los productores· de semillas de la facultad
de acogerse a. los beneficios de la Resolució~ de 24 de julio de 1987.

A este respecto y en atención a la competencia de la Comunidad
Autónoma de Cataluña sobre agricultura. debemos declarar, como hicié­
ramos en la STC 95/1986 (fundamento jurídico 5.°). que das ope·
raciones de control y vigilancia concernientes al efectivo cumplimiento
de los compromisos· asumidos por los beneficiarios de los auxilios eco­
nómicos concedidos. en la medida en que son un modo .cualificado
de ejercicio de las competencias de ejecución. deben llevarse a cabo
asimismo por la Comunidad Autónoma». Por otra parte. el apartado
B.7 del anexo del. Real Decreto 2.033/1983, de transferencias a la
Comunidad Autónoma de Cataluña en materia de producción y comer­
cio de semillas y plantas de vivero, traspasó a la Generalidad de Cataluña
la «incoación y tramitación de los expedientes Que se sustancien como
consecuencia' de infracciones a la legislación vigente descubiertos o
puestos de manifiesto en actuaciones que sean de competencia de la
Comunidad Autónoma», competencia que también reconoce a la Gene­
ralidad el mencionado Convenio de colaboración de llde octubre
de 1984 respecto de los expedientes sancionadores derivados de lotes
de semillas controladas precintados en Cataluña. No cabe duda, por
tanto. de que la incoación y tramitación de los expedientes sancionadores
a Que alude el apartado octavo de la Resolución de 24 de julio de 1984
corresponde a la Generalidad de Cataluña en aquellos supuestos. Máxi­
me cuando no aparece justificada -ni el Abogado del Estado aporta
ningún argumento especifico para defenderla- la centralización de la
competencia sancionadora en esos casos.

Por 10Que se refiere a la competencia de resolución de los expedientes
sancionadores, el citado apartado B.7 del Real Decreto 2,033/1983
subordina su transferencia a la Generalidad de Cataluña a las trans­
ferencias que se realicen en materia de «defensa contra fraudes». No
obstante. debe tenerse en cuenta que la Generalidad de Cataluña ha
asumido competencias exclusivas. en los mismos ténninos que sobre
la materia de agricultura, en materia de comercio interior y defensa
del consumidor y usuario (art, 12.1.5 del E.Ac'), que nuestra STC
15/1989 declaró QUe las competencias sancionadoras atribuidas a órga­
nos de la Administración del Estado en materia de defensa de los
consumidores y usuarios no pueden vulnerar las competencias ejecutivas

en la rnatt::rÜL .ltrlbllldas :1 las Comunídad.::s ;\utonomas lful1cLtll1t::nto
jurídico 1P) Y que el P;¡rlamento de Cataluña aprohó ld Le\ : 9(1 )

sobre d.isciplina de metc<ldo y defensa de lus consumidores :. l;.;11:1r;o~.

no impllgndda por el [~tad(). que atribuye a <1rg<lnos de la C~ne:.:liid:1d

el ejerclcn de I;.¡ potc<;taJ :l(lministrativa sancionadora en :;:1 ~111,bit(j

del merGlco interior de C:ltaluña pam "c.. itar cu~dqu1er fraue,.' (Jue
perjudiqu'~ ~,I ,'(m~urniJor. .11 usuario <l a k,s in¡ere~':s eCOil,)';]](.:(1') ,
sociale" de' la (",)rt1ulliuild Si se tiene en ~uent<l que. ;,:umo ci'';-)()g::(~ll

del Es¡;\\:;· reUH1<)c~, J :" CJeneralid;.¡d correspoflLk :<1 coni: c~c¡h.l<l

de cer.iti'_'"lcio:, ck -;en1ilb:; l.·ontro!ad¿ls utic:alrnente -:n Jic!Jn ;lmi~:to

comercia! ~s e.,:del'le ,_;ue 1: 1 potestad s;Jncil)¡:adora pur incump: 1'11('l]ti)
de la n~)mlativa oplicubk L'll esta materia ha de ct)rrespunder LJlllblen
a la Gen~_·r:..tlidad de C.H:lltlila .en el mislllO :unbíto. t\ esta e:(¡LC:!l,i"ió:l
no ub~ta '-Iue !;1 S¡lrlCj,111 "::un~ista en la oerdiLia Lid d·.'rech,' ¡ Ulld

subvenciuil () .¡yuda ecc)l'¡Oinicl con c:.lrgo .;1 recursos del E,,:;~,:~. pUó
ya se ha dichu que la subvención no es tilUl() autónomo de delin,itac;(m
de competencias. En ("()ns-ecut.'ncia, la competencia sanciúlldJi ·r,¡ pr-:::­
vista en d apartado (Jeta V,) de la Resolución de 24 de julio ._!~ 1(1.".;7
objeto de este conflict(), corresponde a la Generalidad de Cltaluf1:l.
en el amhlto de "us compc-tencias de control de semillas de ,:alidad
Dicho sea sin perjUicio Je lu colaboración que pueda est;,blcc('r~e entre
las distintas Administraciones públicas para la mayor cfecti\ idJJ d~

sus respectivas competencias tendentes al ~)bjetivo común ,.k evitar
y perseguir los fraudes que pudieran producirse.

4. Por último y antes de pronunciar el fallo, es necesario precisar
el alcance Que debe darse a la declaración de infmcción dd orden
constitucional de competencias en que incurren las normas ohkto de
conflicto. Además de que no procede declarar con carácler general
la nulidad de dichas nonnas, pues no se ha cuestionado su validez
y eficacia fuera del territorio de Cataluña, hay quc tener en cuenta
que la declaración de su inaplicabilidad en ese ámbito, si Ilev(lr;~ apa­
rejada la invalidez de las facultades públicas ejercidas a su amparo,
podria producir perjuicios y perturbaciones a los intereses generales,
también en dicho territorio. afectando a situaciones juridica~ conso­
lidadas. Por otra parte, la Resolución de 24 de julio de 198 7 que
contiene los preceptos impugnados se refiere, exclusivamentt::, él la cam­
paña agricola 1987-1988, por laque hace tiempo que ha :lgotado
sus efectos, Dadas estas circunstancias y como ya hicierarnos en las
SSTC 75/1989 y 13/1 992, las pretensiones de la Generalidad de Cata­
luña pueden estimarse satisfechas mediante la simple declar:leión de
la titularidad de las competencias controvertidas. sin declarar b nulidad
de ningún precepto y menos aún de las ayudas concedid;]s al ;¡¡nparo
de la Resolución objeto del conflicto.

FALLO

En at~ncion a lo <.:XpUl,'sto, el Tribunal Constitucional ¡'O;.\ LA
ALTORID·\D Qt-E U: CONFIERE LA CONSTITL'CIÓN DE LA ",,',\CIÓN
ESPr\J\;OL\,

Ha decidido

Declarar que la titularidad de las competencias controvertiJas deter­
minadas en el apartado sexto, último parraro y en el apartadü octavo
de la Resolución de la Dirección General de Producción Agraria
de 24 de julio de 19H 7, corresponde a la Generalidad de Cataluña.

PUbliquese esta Sentenda ~n el «:Boletin Oficial dl'1 E<;.t<ld(~"

Dada en Madrid a 11 de junio de 1992,-Firmado: Franci<'cp Tnmas
y Valientc_-Francisco Ruhio Llorente.-Fernando Gurda-Mun y Gon­
zález-Rcgueral.--Carlos de la Vega Benayas,-Eugenio Diaz Fimil.-Mi­
guel Rodriguez-Piñero ')' Bravo-Ferrer,-Jesús Legujna Villa.-Luis Lopez
Guerra.-Jose Luis de los Mozos y de [os Mozos.-Alvaro Rodriguez
Bereiio.-José Gabald(~n L()pez_-Rubricado.

En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 90/1988, promovida
por la Sala de lo Contecioso-Administrativo de: la Audicncia Territorial

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente. Presidente, don Francisco Rubio Llorente, Vice­
presidente. don Fernando Garcia-Mon y González-Regu~ral. don Carlos
de la Vega Benayas. don Eugenio Díaz Eimil. don Miguel Rodriguez-Pi·
ñero y Bravo-Ferrer, don Jesús Leguina Villa, don Luis López Guerra,
don Jose Luis de los Mozos y de los Mozos, don Alvaro Rodríguez
Bereijo y don José Gabaldón López, Magistrados, ha pronunciado

16499

la siguiente

Pleno. Sentencia 92/1992. de 11 dejunio de 1992. Cuestión
de inconstitucionalidad 90/1988. En relación con el
arf. 41./ de la Ley 8//980, de 10 de mar::o, del Estatuto
de los Trabajadores, Voto parrinrlar.

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

de Zaragoza por b supuesta inconstitucionalidad del. al1. ..]. 1 1 de la
Ley 8/1990, de 10 de marzo, del Estatuto de los Trabapdon:s respecto
del arto 37 I de la Constitución. Han sido partes el Abogado lid Estado,
en representación Jd Gobierno de la Nacion. y el Fiscal General del
Estado y Ponente el Pre:;ldente don Francisco Tomás y Valiente, qUien
expresa el parecer de! Tribunal.

1. Antecedentes

l. El 19 de enero de 1988 tuvo entrada en este Tribunal escrito
del Presidente d<: la Audiencia Territorial de Zaragoza por ci '--llle ';e
elevaba i\uto de planteamiento de cuestión de inconstitucionalid¡ld en
el recurso contencioso-administrativo núm. 99/1987. seguid,) a ins­
tancias de «General Md,)rS España, Sociedad Anónima»).

, Dd Auto de pl;:lOt<.'umiento de la cuestión y de las :lctuclci'Hles
remitida~ <;e desprerHkn l\l'; siguientes antecedentes:

a) «(,enerai )\!u(or:;. Sociedad Anónima», presentó el 2~\ ,le rnayo
de 1986 ,~scrHo ante la Dirección Provincial de Trabajo L~r. el que


